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En Logroño, a  29 de abril de 2002, el Consejo Consultivo de La Rioja, reunido en 
su sede provisional, con asistencia de su Presidente, D. Joaquín Espert y Pérez-Caballero, 
de los Consejeros D.Antonio Fanlo Loras, D.Pedro de Pablo Contreras, Dª Mª del Bueyo 
Díez Jalón, D. José Mª Cid Monreal , así como del  Letrado-Secretario General, D. Ignacio 
Granado Hijelmo, actuando como ponente D. Joaquín Espert y Pérez-Caballero, emite, por 
unanimidad, el siguiente    
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Correspondiente a la consulta formulada por el Excmo. Sr. Consejero de Turismo y 
Medio Ambiente,  en relación con el expediente de responsabilidad patrimonial incoado a 
instancia de la Procuradora Dª I.V, en nombre de D. F.J.S, en reclamación de daños 
producidos en el vehículo propiedad de éste, marca Ford Orión, matrícula LO-XX, al 
colisionar con un jabalí.
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Por escrito registrado de entrada en la Delegación del Gobierno el 27 de marzo del 
2001, la Procuradora de los Tribunales Dª I.V, actuando en nombre y representación de D. 
F.J.S, formuló reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja, exponiendo, en síntesis, que la noche del 3 de 
julio del 2000 circulaba el vehículo Ford-Orión, matrícula LO- XX, propiedad de su 
representado y conducido con autorización de éste por su esposa Dª R.S.L, haciéndolo por 
la carretera N-120, en dirección a Logroño, cuando, a la altura del P.K. 13,500, término de 
Sotés, fue sorprendida por un jabalí que salió inesperadamente a la vía, invadiendo la 
calzada, no pudiendo evitar la conductora colisionar con el animal.

Se acompaña al escrito copia de las Diligencias 56/00 instruidas por la Guardia 
Civil, parte de siniestro a la compañía aseguradora y factura de reparación, que ascendía a 
252.129,- ptas.
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En su escrito, el reclamante hacía constar (hecho segundo) que, con fecha 20 de 
febrero del 2001, había solicitado de la Sección de Protección a la Fauna información 
relativa a las circunstancias cinegéticas o de fauna del lugar en que se produjo el accidente, 
información facilitada el siguiente día 27 en los siguientes términos:

�����(O�SXQWR�.LORPpWULFR��������GH�OD�FDUUHWHUD�1�����VH�HQFXHQWUD�HQ�HO�WpUPLQR�

PXQLFLSDO�GH�6RWpV��GHQWUR�GHO�&RWR�0XQLFLSDO�GH�&D]D�/2�������������(O�WLWXODU�GHO�FRWR�

/2��������HV�HO�$\XQWDPLHQWR�GH�6RWpV��'LFKR�FRWR�WLHQH�DSURYHFKDPLHQWR�GH�FD]D�PD\RU�

DXWRUL]DGR��FRQVLVWHQWH�HQ�OD�FHOHEUDFLyQ�GH�FXDWUR�EDWLGDV�GH�MDEDOt�SRU�WHPSRUDGD��1R�

REVWDQWH� HO� SHULRGR� KiELO� SDUD� OD� UHDOL]DFLyQ� GH� ODV� EDWLGDV� GXUDQWH� OD� WHPSRUDGD�

����������IXH�HO�FRPSUHQGLGR�HQWUH�HO���GH�RFWXEUH�GH������\�HO���GH�IHEUHUR�GH��������

VLHPSUH� HQ� KRUDULR� GLXUQR�� ���� 'XUDQWH� ORV� PHVHV� GH� MXQLR� \� MXOLR� GHO� ������ FRQ�

DQWHULRULGDG� D� OD� IHFKD� GHO� DFFLGHQWH�� QR� VH� VROLFLWDURQ� QL� VH� DXWRUL]DURQ� HQ� HO� FRWR�

/2���������QL�HQ�QLQJ~Q�RWUR�FRWR�SUy[LPR��HVSHUDV�QRFWXUQDV�SDUD�FD]DU�HO� MDEDOt� FRQ�

REMHWR�GH�HYLWDU�\�SUHYHQLU�GDxRV�HQ�FXOWLYRV��

Y, que, como anexo a este informe, se le acompañó copia de otro, elaborado por el 
mismo Responsable de Programa, en relación a la consulta ambiental de "Estudio 
informativo de acondicionamiento de la carretera N-120, tramo Navarrete-Límite 
provincial de Burgos", de fecha 30 de Marzo de 1999, en el que se hace constar que: 
�(QWUH�ORV�SXQWRV�NLORPpWULFRV����\����GH�OD�1������HQ�ORV�WpUPLQRV�PXQLFLSDOHV�GH�6RWpV�\�

9HQWRVD��HQ�HO�iUHD�VHxDODGD�HQ�OD�FDUWRJUDItD�FRPR��=RQD�GH�&RUUHGRUHV�&RPSDWLEOHV���

H[LVWH�XQD�]RQD�GH�SDVR��GH�DQLPDOHV�GH�FD]D�PD\RU��SULQFLSDOPHQWH�MDEDOt�\�FRU]R��\D�TXH�

GLFKD�]RQD�VH�HQFXHQWUD�HQ�OD�]RQD�TXH�DWUDYLHVDQ�HVWRV�DQLPDOHV�SDUD�GHVSOD]DUVH�HQWUH�

OD� �6LHUUD� GH� 0RQFDOYLOOR�� \� OD� �'HKHVD� GH� 1DYDUUHWH��� FX\RV� PRQWHV� DOEHUJDQ� DOWDV�

GHQVLGDGHV�GH�HVSHFLHV�GH�FD]D�PD\RU��3RU�FRQVLJXLHQWH�GHEHUtD�HVWXGLDUVH�OD�LQVWDODFLyQ�

GH�XQRV�SDVRV�DSURSLDGRV�SDUD�OD�IDXQD�HQ�HVWD�]RQD��DVt�FRPR�XQ�FHUFDGR�FLQHJpWLFR�GH�

SURWHFFLyQ� GH� DPEDV� PiUJHQHV� TXH� JXtH� D� ORV� DQLPDOHV� KDFLD� ORV� SDVRV�� HYLWDQGR� TXH�

HVWRV�LQYDGDQ�OD�FDO]DGD��

El reclamante no acompaña a su reclamación copia de estos informes, ni se 
incorporan posteriormente al expediente, como hubiera sido deseable, pero ello no es 
obstáculo a que se tengan en cuenta dada la referencia sintética que a ellos hace el propio 
autor en el escrito a que nos referimos en el antecedente fáctico que sigue y el hecho de 
que la Instructora de expediente reproduce el primero de ellos en su propuesta de 
resolución.
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Recibida la reclamación en las dependencias de la Dirección General de Medio 
Natural, el Responsable de Programa de Servicio de Recursos Naturales la remite a la Jefe 
de Sección de Normativa y Asistencia Técnica junto con escrito fechado el 4 de abril del 
2001, en el que, además de informar que el 27 de febrero anterior había dirigido un escrito, 
en respuesta a petición de información del reclamante, indicando los períodos de caza 
habitual del jabalí y que en las fechas en que se produjo el accidente no se habían 
solicitado autorizaciones extraordinarias para la caza de jabalí para prevenir daños a los 
cultivos, comunicaba la existencia de un informe del propio Responsable de Programa, de 
fecha 30 de marzo del 1999, en el que se hacía constar la existencia de un riesgo de 
colisión con especies de caza mayor en ese tramo.

&XDUWR

Por resolución de 14 de mayo del 2001, el Consejero acuerda admitir a trámite la 
reclamación, nombrando Instructor y Secretario.

4XLQWR

Con fecha 17 de mayo del mismo año, en respuesta a solicitud de la Consejería, la 
Guardia Civil remite copia de la diligencia de inspección ocular e informa que el resto de 
las diligencias han sido remitidas al Juzgado de Instrucción número ocho de Logroño.

La diligencia de inspección ocular  refiere los daños apreciados en el vehículo y la 
existencia de pelos de animal y manchas de sangre en aleta derecha y foco.

6H[WR

En respuesta a solicitud de la Instructora del expediente de 1 de junio del 2001, el 
Juzgado de Instrucción número ocho de Logroño remite, el siguiente día 28, copia de las 
actuaciones practicadas en las Diligencias Previas 609/00, incoados por el accidente en 
cuestión.

6pSWLPR

Con fecha 10 de diciembre del 2001, se da vista del expediente, en trámite de 
audiencia, por término de diez días, sin que se formulen alegaciones.

2FWDYR

Con fecha 15 de marzo del presente año, se incorpora al expediente de reclamación 
patrimonial el Plan Técnico de Caza del Coto Municipal "San Juan, LO-10.194, de Sotés, 
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aprobado por resolución de 18 de septiembre del 2000, con vigencia 1999-2004.

1RYHQR

El 14 de marzo pasado, se formula Propuesta de Resolución en la que, con 
fundamentación jurídica en la doctrina de este Consejo Consultivo, se concluye 
proponiendo se reconozca la existencia de un nexo de causalidad entre el funcionamiento 
de un servicio público a cargo de la Administración de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja y los daños producidos en el vehículo de la reclamante, daños que se valoran en 
1.515,33 euros, y se recabe dictamen del Consejo Consultivo de La Rioja.

$QWHFHGHQWHV�GH�OD�FRQVXOWD
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Por escrito fechado el 8 de abril, registrado de entrada en este Consejo el 10 de 
abril de 2002, el Excmo. Sr. Consejero de Turismo y Medio Ambiente remite al Consejo 
Consultivo de La Rioja para dictamen el expediente tramitado sobre el asunto referido.

6HJXQGR

Mediante escrito de 10 de abril, registrado de salida el mismo día, el Sr. Presidente 
del Consejo Consultivo de La Rioja  procedió, en nombre del mismo, a acusar recibo de la 
consulta, a declarar  provisionalmente la misma bien efectuada, así como a apreciar  la 
competencia del Consejo para evacuarla en forma de dictamen.

7HUFHUR

Designado ponente el Consejero señalado en el encabezamiento, la correspondiente 
ponencia quedó incluida,  para debate y votación, en el orden del día de la sesión del 
Consejo Consultivo convocada para la fecha allí mismo señalada.
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1HFHVLGDG�GHO�'LFWDPHQ�GHO�&RQVHMR�&RQVXOWLYR

Tal necesidad de dictamen -a recabar por el órgano del expediente, concluido el 
trámite de audiencia, del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la 
Comunidad Autónoma- la establece el artículo 12.1 del Reglamento de los Procedimientos 
en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, aprobado por 
R.D. 429/1993, de 26 de marzo.

Confirman el carácter preceptivo de la consulta, a evacuar por este Consejo 
Consultivo, los artículos 11-g) de nuestra Ley reguladora, Ley 3/2001, de 31 de mayo, y 
12.2-G) de nuestro Reglamento, aprobado por Decreto 8/2002, de 24 de enero.

6HJXQGR

/D� UHVSRQVDELOLGDG� FLYLO� \� OD� UHVSRQVDELOLGDG� DGPLQLVWUDWLYD� SRU� GDxRV�
FDXVDGRV�SRU�DQLPDOHV�GH�FD]D�

En nuestro Dictamen 19/98 decíamos que -a la vista de la Ley estatal de Caza de 
1970- ha de distinguirse entre la responsabilidad que corresponde a los titulares de 
aprovechamientos cinegéticos (que, en cuanto ligada H[� OHJH� a una titularidad 
jurídico-privada, es una específica responsabilidad extracontractual objetiva de naturaleza 
civil; sin que cambie tal naturaleza por el hecho de que, circunstancialmente, el titular del 
aprovechamiento sea una persona jurídico-pública), y la que compete a la Administración 
por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, cuya existencia también 
puede apreciarse -incluso, atendida la relación de causalidad, en concurrencia con la 
anterior- cuando se constate, �HQ�HO�FDVR�FRQFUHWR��XQD�YHUGDGHUD�UHODFLyQ�GH�FDXVDOLGDG�

HQWUH�HO�GDxR�SURGXFLGR�\�XQD�HVSHFtILFD�PHGLGD�DGPLQLVWUDWLYD��SURWHFWRUD��DXWRUL]DGRUD�

R� GH� RWUD� tQGROH�� VHD� GH� DOFDQFH� JHQHUDO� R� OLPLWDGD� D� FLHUWDV� SLH]DV� GH� FD]D� R� D�

GHWHUPLQDGR� iPELWR� WHUULWRULDO� R� SHUVRQDO�� (Fundamento Jurídico 3º citado Dictamen 
19/98).

Por otra parte, se indicaba igualmente en el referido Dictamen 19/98 (F.J. 2º) que �OD�

SUHFHGHQWH�GLIHUHQFLDFLyQ�KD�GH�PDQWHQHUVH�XQD�YH]�HQ�YLJRU�OD�/H\���������GH���GH�-XOLR��

GH�&D]D�GH�/D�5LRMD��������HQ�FXDQWR�LPSRQH�D�ORV�WLWXODUHV�GH�WHUUHQRV�FLQHJpWLFRV�\�D�ORV�

SURSLHWDULRV�GH�WHUUHQRV�FHUFDGRV�\�GH�]RQDV�QR�FLQHJpWLFDV�YROXQWDULDV�OD�REOLJDFLyQ�GH�

LQGHPQL]DU� ORV� GDxRV� SURGXFLGRV� D� WHUFHURV� SRU� DQLPDOHV� GH� FD]D� SURFHGHQWHV� GH� ORV�

PLVPRV� �SULPHU� SiUUDIR� GH� VX� DUW�� ����� (VWD� UHVSRQVDELOLGDG�� HQ� FXDQWR� VH� LPSRQH� FRQ�

FULWHULR� REMHWLYR� \� QR� FXOSDELOtVWLFR� D� ORV� WLWXODUHV� GH� GHUHFKRV� VXEMHWLYRV� SULYDGRV��
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SHUWHQHFH�DO�iPELWR�GHO�'HUHFKR�SULYDGR��LQFOXVR�HQ�HO�FDVR�GH�TXH�ORV�WLWXODUHV�GH�GLFKRV�

GHUHFKRV�VHDQ�SHUVRQDV�MXUtGLFDV�GH�'HUHFKR�S~EOLFR���

Esta responsabilidad que el art. 13.1 la Ley riojana de Caza atribuye a los titulares de 
los aprovechamientos cinegéticos, interpretado en relación con el art. 23.9, se extiende a 
los daños producidos por todas las especies cinegéticas existentes en el terreno acotado. 

7HUFHUR

5HVSRQVDELOLGDG�GH�OD�&RPXQLGDG�$XWyQRPD

La propuesta de resolución, tras exponer con amplitud la doctrina de este Consejo 
Consultivo contenida en el ya citado Dictamen 19/98, perfilada en otros posteriores, 
concluye estimando que, en el presente caso, sí ha existido una limitación por parte de la 
Administración, en base al informe del Responsable de Programa que hemos transcrito en 
el segundo de los antecedentes del asunto.

Es en este último punto en el que disentimos de la propuesta de resolución. No 
puede afirmarse la existencia de una concreta y específica medida administrativa que 
permita excluir la responsabilidad "ex lege" del titular del aprovechamiento cinegético (art. 
13.1 en relación con el 23.9 de la Ley de Caza riojana). La prohibición de cazar fuera de 
veda y la limitación del número de batidas por temporada son medidas genéricas que 
persiguen el mantenimiento de una determinada población, redundando, por tanto y en 
definitiva, en beneficio del titular del aprovechamiento cinegético. De ser advertido por 
éste el riesgo de un peligroso crecimiento de aquella población, con el subsiguiente de 
daños a terceros (cultivos, invasión de vías públicas, etc), debiera haber solicitado esperas 
nocturnas o batidas extraordinarias, cuya concesión se estima en la propuesta de resolución 
como muy improbable. Pero, esa negativa a concederlas, sí que constituirá una concreta y 
específica medida suficiente para derivar la responsabilidad a la Administración Pública.

No obstante el anterior razonamiento, hemos de concluir que, en el presente caso, 
existe responsabilidad de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

En efecto, del informe del Responsable de Programa, de fecha 30 de marzo de 1999, 
anterior, por tanto, al accidente, emitido en relación con el acondicionamiento de la N-120 
y que hemos transcrito  en el Antecedente Segundo, resulta que la Administración 
autonómica ya estaba advertida del riesgo y de la conveniencia de estudiar la adopción de 
determinadas medidas, en concreto �OD� LQVWDODFLyQ� GH� XQRV� SDVRV� DSURSLDGRV� SDUD� OD�

IDXQD� HQ� HVWD� ]RQD�� DVt� FRPR� XQ� FHUFDGR� FLQHJpWLFR� GH� SURWHFFLyQ� HQ� DPERV� PiUJHQHV��

TXH�JXtH�D�ORV�DQLPDOHV�KDFLD�ORV�SDVRV��HYLWDQGR�TXH�pVWRV�LQYDGDQ�OD�FDO]DGD��
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Y, aun cuando la N-120 sea de titularidad estatal y algunas de esas medidas hubieron 
de ser adoptadas, en su caso, por la Administración del Estado, otras corresponderán a la 
Administración autonómica, como son el cercado cinegético de protección en ambos 
márgenes e, incluso, la vigilancia de que la estatal adoptara las de su competencia.

La no adopción de medida alguna, pese a la consciencia del riesgo, es suficiente para 
afirmar el nexo causal entre el funcionamiento del servicio público y el resultado dañoso.

&XDUWR

6REUH�OD�YDORUDFLyQ�GHO�GDxR�FDXVDGR�\�OD�FXDQWtD�
\�PRGR�GH�LQGHPQL]DFLyQ�

La propuesta valora el daño causado en 1.515,33 euros, equivalente al importe en  
pesetas de la factura de reparación aportada por el reclamante, cuantía en la que deberá 
indemnizarse al propietario del vehículo.

En cuanto al modo de indemnización, siendo los daños materiales y estando 
cuantificados, su resarcimiento ha de hacerse mediante su pago en dinero, de acuerdo con 
la legislación presupuestaria de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

&21&/86,21(6
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Existe relación de causalidad entre el funcionamiento de un servicio público de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja y los daños causados en el 
vehículo Ford-Orión, matrícula LO-XX, propiedad de D. F.J.S. como consecuencia de la 
colisión con un jabalí.

6HJXQGD

La cuantía de la indemnización ha de fijarse en mil quinientos quince euros con 
treinta y tres céntimos, debiendo hacerse su pago en dinero con cargo al presupuesto de la 
Comunidad Autónoma.

Este es nuestro dictamen que pronunciamos, emitimos y firmamos en el lugar y 
fecha del encabezamiento.




